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7. Empleo público, trabajo y seguridad 
social
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de 11 de abril, por el que se establece el calendario de implantación del Sistema de Formación Profesional establecido 
por la Ley Orgánica señalada.

...

2.1.3. Infancia y adolescencia

2.1.3.1. Introducción
...

El ODS nº 8 pretende promover el crecimiento económico inclusivo y sostenible, el empleo y el trabajo decente para 
todos. En este ámbito, la población juvenil es la que se encuentra más distanciada para alcanzar dicho propósito. Los 
índices de paro juvenil así lo acreditan: Según datos de la Encuesta de Población Activa, en el primer trimestre de 2024, 
la tasa de paro juvenil en Andalucía superaba el 35 por 100, frente al 26,6 por 100 de la media en España. Este fenómeno 
pone de relieve la necesidad de invertir en educación y formación de calidad, ajustar la formación de los jóvenes a las 
necesidades del mercado laboral, e igualar las condiciones para que todos los jóvenes puedan acceder a un empleo 
productivo independientemente de su sexo, nivel de ingresos o situación socioeconómica. 

La desigualdad por razón de ingresos, sexo, edad, discapacidad, orientación sexual, raza, clase, etnia, religión, así 
como la desigualdad de oportunidades, sigue persistiendo en todo el mundo. La desigualdad amenaza el desarrollo 
social y económico a largo plazo, frena la reducción de la pobreza y destruye el sentido de realización y autoestima de las 
personas. Consciente de ello, el ODS nº 10 apuesta por reducir la desigualdad en y entre los países. En el caso de España, 
diversos estudios no dudan en señalar que los niños y niñas que viven en hogares más ricos tienen casi siete veces más 
recursos económicos que los niños y niñas en hogares más pobres, circunstancia que de manera indudable influye en 
cuanto a las diferencias de las condiciones de vida y oportunidades entre unos y otros. 

...

2.1.4. Vulnerabilidad económica y social

2.1.4.2.1.2.3. Prestaciones no contributivas (PNC) por 
jubilación e incapacidad

Las prestaciones no contributivas por jubilación e incapacidad devienen de lo previsto en el artículo 41 de la Constitución 
en el que se encomienda a los poderes públicos a mantener un régimen público de Seguridad Social para todos los 
ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad. 

En cumplimiento de este mandato constitucional el Real Decreto 357/1991, de 15 de marzo, por el que se desarrolla, en 
materia de pensiones no contributivas, la Ley 26/1990, de 20 de diciembre, prevé que todas las personas que carezcan 
de recursos suficientes, aunque no hayan cotizado nunca o no cuenten con la cotización requerida podrán acceder a 
una prestación contributiva. 

Unas prestaciones que no solo consisten en una cuantía económica mensual, sino que también garantizan asistencia 
médico-farmacéutica a la persona beneficiaria y a los familiares convivientes.

Conforme al artículo 7 del Decreto del Presidente 6/2024, de 29 de julio, sobre reestructuración de Consejerías, la com-
petencia para resolver estos expedientes se atribuye a la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad. 
Así será la Dirección General de Prestaciones, Ayudas y Subvenciones la responsable en materia de prestaciones. 

https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176918&menu=ultiDatos&idp=1254735976595
https://www.boe.es/buscar/pdf/1991/BOE-A-1991-7270-consolidado.pdf
https://www.juntadeandalucia.es/boja/2024/510/BOJA24-510-00004-48945-01_00305895.pdf
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